
CAPITULO VIII 
 
DE LAS MARCAS 
 
SECCION I 
 
DE LOS REQUISITOS PARA EL REGISTRO 
 
Art. 194. Se entenderá por marca cualquier signo sea apto para distinguir productos o 
servicios en el mercado. 
 
Podrán registrarse como marcas los signos que sean distintivos y susceptibles de 
representación gráfica. 
 
También podrán registrarse como marca los lemas comerciales, siempre que no 
contengan alusiones a productos o marcas similares o expresiones que puedan 
perjudicar a dichos productos o marcas.  Se entiende por lema comercial la palabra, 
fase o leyenda utilizada como complemento de una marca.  La solicitud de registro de 
un lema comercial deberá especificar la marca solicitada o registrada con la cual se 
usará.   
 
Las asociaciones de productores, fabricantes, prestadores de servicios, organizaciones 
o grupos de personas, legalmente establecidos, podrán registrar marcas colectivas para 
distinguir en el mercado los productos o servicios de sus integrantes. 
 
Art. 195. No podrán registrarse como marcas los signos que: 
 
a) No puedan constituir marca conforme al artículo 194 de esta Ley; 
b) Consistan en formas usuales de los productos, o de sus envases, o en formas o 
características impuestas por la naturaleza de la función de dicho producto o del 
servicio de que se trate; 
c) Consistan en formas que den una ventaja funcional o técnica al producto o al servicio 
al cual se aplican; 
d) Consistan exclusivamente en un signo o indicación que pueda servir en el comercio, 
para calificar o describir alguna característica del producto o servicio de que se trate, 
incluidas las expresiones laudatorias referidas a ellos; 
e) Consistan exclusivamente en un signo o indicación que sea el nombre genérico o 
técnico del producto o servicio de que se trate; o sea una designación común o usual 
del mismo en el lenguaje corriente o en la usanza comercial del país; 
f) Consistan en un color aisladamente considerado, sin que se encuentre delimitado por 
una forma específica, salvo que se demuestre que haya adquirido distintividad para 
identificar los productos o servicios para los cuales se utiliza; 
g) Sean contrarios a la Ley, a la moral o al orden público; 
h) Puedan engañar a los medios comerciales o al público sobre la naturaleza, la 
procedencia, el modo de fabricación, las características o la aptitud para el empleo de 
los productos o servicios de que se trate; 



i) Reproduzcan o imiten una denominación de origen protegida, consistan en una 
indicación geográfica nacional o extranjera susceptible de inducir a confusión respecto 
a los productos o servicios a los cuales se aplique; o, que en su empleo puedan inducir 
al público a error con respecto al origen, procedencia, cualidades o características de 
los bienes para los cuales se usan las marcas; 
j) Reproduzcan o imiten el nombre, los escudos de armas, banderas y otros emblemas, 
siglas, denominaciones o abreviaciones de denominaciones de cualquier estado o de 
cualquier organismo internacional, que sean reconocidos oficialmente, sin permiso de la 
autoridad competente del estado o de la organización internacional de que se trate. Sin 
embargo, podrán registrarse estos signos cuando no induzcan a confusión sobre la 
existencia de un vínculo entre tal signo y el estado u organización de que se trate; 
k) Reproduzcan o imiten signos, sellos o punzones oficiales de control o de garantía, a 
menos que su registro sea solicitado por el organismo competente; 
l) Reproduzcan monedas o billetes de curso legal en el territorio del país, o de cualquier 
país, títulos valores y otros documentos mercantiles, sellos, estampillas, timbres o 
especies fiscales en general; y, 
m) Consistan en la denominación de una obtención vegetal protegida en el país o en el 
extranjero, o de una denominación esencialmente derivada de ella. 
n)  Contengan una denominación de origen protegida para vinos y bebidas espirituosas. 
Cuando los signos no sean intrínsicamente capaces de distinguir los productos o 
servicios pertinentes, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial podrá supeditar su 
registro al carácter distintivo que hayan adquirido mediante su uso para identificar los 
productos o servicios del solicitante. 
 
Art. 196. Tampoco podrán registrarse como marca los signos que violen derechos de 
terceros, tales como aquellos que: 
a) Sean idénticos o se asemejen de forma tal que puedan provocar confusión en el 
consumidor, con una marca anteriormente solicitada para registro o registrada por un 
tercero, para proteger los mismos productos o servicios, o productos o servicios 
respecto de los cuales su uso pueda causar confusión o asociación con tal marca; o 
pueda causar daño a su titular al diluir su fuerza distintiva o valor comercial, o crear un 
aprovechamiento injusto del prestigio de la marca o de su titular; 
b) Sean idénticos o se asemejen a un nombre comercial protegido de forma tal que 
puedan causar confusión en el público consumidor; 
c) Sean idénticos o se asemejen a un lema comercial solicitado previamente para 
registro o registrado por un tercero, de forma tal que puedan causar confusión en el 
público consumidor; 
d) Constituyan una reproducción, imitación, traducción, transliteración o transcripción, 
total o parcial, de un signo notoriamente conocido en el país o en el exterior, 
independientemente de los productos o servicios a los que se aplique, cuando su uso 
fuese susceptible de causar confusión o asociación con tal signo, un aprovechamiento 
injusto de su notoriedad, o la dilución de su fuerza distintiva o de su valor comercial. 
Se entenderá que un signo es notoriamente conocido cuando fuese identificado por el 
sector pertinente del público consumidor en el país o internacionalmente. 
Esta disposición no será aplicable cuando el solicitante sea el legítimo titular de la 
marca notoriamente conocida; 



e) Sean idénticos o se asemejen a un signo de alto renombre, independientemente de 
los productos o servicios para los cuales se solicita el registro. 
Se entenderá que un signo es de alto renombre cuando fuese conocido por el público 
en general en el país o internacionalmente. 
Esta disposición no será aplicable cuando el solicitante sea el legítimo titular de la 
marca de alto renombre; 
f) Consistan en el nombre completo, seudónimo, firma, título, hipocorístico, caricatura, 
imagen o retrato de una persona natural, distinta del solicitante, o que sea identificado 
por el sector pertinente del público como una persona distinta de éste, salvo que se 
acredite el consentimiento de esa persona o de sus herederos; 
g) Consistan en un signo que suponga infracción a un derecho de autor salvo que 
medie el consentimiento del titular de tales derechos; y, 
h) Consistan, incluyan o reproduzcan medallas, premios, diplomas u otros galardones, 
salvo por quienes los otorguen. 
Cuando la Dirección Nacional de Propiedad Industrial tenga indicios razonables que le 
permitan inferir que un registro se hubiese solicitado para perpetrar, facilitar o 
consolidad un acto de competencia desleal, podrá denegar el registro. 
 
Art. 197. Para determinar si una marca es notoriamente conocida, se tendrán en 
cuenta, entre otros, los siguientes criterios: 
a) La extensión de su conocimiento por el sector pertinente del público como signo 
distintivo de los productos o servicios para los cuales se utiliza; 
b) La intensidad y el ámbito de la difusión y de la publicidad o promoción de la marca; 
c) La antigüedad de la marca y su uso constante; y, 
d) El análisis de producción y mercadeo de los productos o servicios que distinguen la 
marca. 
 
Art. 198. Para determinar si una marca es de alto renombre se tendrán en cuenta, entre 
otros, los mismos criterios del artículo anterior, pero deberá ser conocida por el público 
en general, a nivel nacional e internacional. 
 
Art. 199. Cuando la marca consista en un nombre geográfico, no podrá comercializarse 
el producto o rendirse el servicio sin indicarse en forma visible y claramente legible, el 
lugar de fabricación del producto u origen del servicio. 
 
Art. 200. La primera solicitud de registro de marca válidamente presentada en un país 
miembro de la Organización Mundial del Comercio, de la Comunidad Andina, del 
Convenio de París para la protección de la Propiedad Industrial, de otro tratado o 
convenio que sea parte el Ecuador y que reconozca un derecho de prioridad con los 
mismos efectos que el previsto en el Convenio de París o en otro país que conceda un 
trato recíproco a las solicitudes provenientes de los países miembros de la Comunidad 
Andina, conferirá al solicitante o a su causahabiente el derecho de prioridad por el 
término de seis meses, contados a partir de la fecha de esa solicitud, para solicitar el 
registro sobre la misma marca en el Ecuador. Dicha solicitud no podrá referirse a 
productos o servicios distintos o adicionales a los contemplados en la primera solicitud. 



Igual derecho de prioridad existirá por la utilización de una marca en una exposición 
reconocida oficialmente, realizada en el país. El plazo de seis meses se contará desde 
la fecha en que los productos o servicios con la marca respectiva se hubieren exhibido 
por primera vez, lo cual se acreditará con una certificación expedida por la autoridad 
competente de la exposición. 
 
SECCION II 
 
DEL PROCEDIMIENTO DE REGISTRO 
 
Art. 201. La solicitud de registro de una marca deberá presentarse ante la Dirección 
Nacional de Propiedad Industrial, comprenderá la indicación expresa y específica de los 
productos o servicios que protejan una sola clase internacional de productos o servicios 
y contendrá los requisitos que determine el Reglamento. 
 
Art. 202. A la solicitud se acompañará: 
a) El comprobante de pago de la tasa que corresponda a la solicitud presentada; 
b) Copia de la primera solicitud de registro de marca presentada en el exterior, cuando 
se reivindique prioridad; y, 
c) Los demás documentos que establezca el reglamento. 
La ausencia de algunos de los requisitos determinados en este artículo ocasionará que 
la solicitud sea considerada por la Dirección Nacional de Propiedad Industrial como no 
admitida a trámite. 
 
Art. 203. En el caso de solicitarse el registro de una marca colectiva se acompañará, 
además, lo siguiente: 
a) Copia de los estatutos de la asociación, organización o grupo de personas que 
solicite el registro de la marca colectiva; 
b) Copia de las reglas que el peticionario de la marca colectiva utiliza para el control de 
los productos o servicios; 
c) La indicación de las condiciones y la forma como la marca colectiva debe utilizarse; 
y, 
d) La lista de integrantes. 
Una vez obtenido el registro de marca colectiva, la asociación, organización o grupo de 
personas, deberá informar a la Dirección Nacional de Propiedad Industrial sobre 
cualquier modificación que se produzca.  
Art. 204. La Dirección Nacional de Propiedad Industrial, al momento de la recepción, 
salvo que no se hubiere acompañado el documento referido en el literal a) del artículo 
202 de esta Ley, certificará la fecha y hora en que se hubiera presentado la solicitud y 
le asignará un número de orden que deberá ser sucesivo y continuo. Si faltare el 
documento referido en el literal a) del artículo 202 de esta Ley,  no se la admitirá a 
trámite ni se otorgará fecha de presentación. 
 
Art. 205. El solicitante de un registro de marca podrá modificar su solicitud inicial, antes 
de su publicación, únicamente con relación a aspectos secundarios. Así mismo, podrá 
eliminar o restringir los productos o servicios especificados. Podrá también ampliar los 



productos o servicios, dentro de la misma clase internacional, hasta antes de la 
publicación de que trata el artículo 207 de esta Ley. 
La Dirección Nacional de Propiedad Industrial podrá, en cualquier momento de la 
tramitación requerir al peticionario modificaciones a la solicitud, previo el pago de la 
tasa correspondiente. Dicho requerimiento de modificación se tramitará de conformidad 
con lo establecido en el artículo siguiente. 
En ningún caso podrá modificarse la solicitud para cambiar el signo ni la clase 
internacional de productos o servicios que protege. 
 
Art. 206. Admitida la solicitud, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial examinará, 
dentro de los quince días hábiles siguientes a su presentación, si ella se ajusta a los 
aspectos formales exigidos por éste Capítulo. 
Si del examen resulta que la solicitud no cumple con los requisitos formales, la 
Dirección Nacional de Propiedad Industrial notificará al peticionario para que en un 
plazo de sesenta días, siguientes a su notificación.  Si a la expiración del término 
señalado, el solicitante no completa los requisitos indicados, la solicitud se considerará 
como abandonada y perderá su prelación.  
La Resolución de abandono dictada por la Dirección Nacional de Propiedad Industrial, 
no será susceptible de recurso alguno. 
 
Art. 207. Si la solicitud de registro reúne los requisitos formales, la Dirección Nacional 
de Propiedad Industrial ordenará su publicación por una sola vez, en la Gaceta de la 
Propiedad Intelectual.  En caso de errores de hecho en el contenido del extracto de la 
solicitud, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial dispondrá su rectificación 
mediante una nueva publicación en la gaceta inmediatamente posterior. 
 
Art. 208. Dentro de los treinta días hábiles siguientes a la publicación, cualquier persona 
que tenga legítimo interés, podrá presentar oposición debidamente fundamentada, 
contra el registro solicitado. 
 
Art. 209. La Dirección Nacional de Propiedad Industrial no tramitará las oposiciones que 
estén comprendidas en alguno de los siguientes casos: 
a) Que fuere presentada extemporáneamente; 
b) Que se fundamente exclusivamente en una solicitud cuya fecha de presentación o de 
prioridad válidamente reivindicada sea posterior a la petición de registro de la marca a 
cuya solicitud se oponga;  
c) Que se fundamente en el registro de una marca que hubiere coexistido con aquella 
cuyo registro se solicita, siempre que tal solicitud de registro se hubiere presentado por 
quien fue su último titular, durante los seis meses siguientes al vencimiento del plazo de 
gracia, para solicitar la renovación del registro de la marca; y, 
d) Que el comprobante de la tasa no corresponda a la oposición presentada. 
 
Art. 210. La Dirección Nacional de Propiedad Industrial notificará al peticionario para 
que, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación, conteste la oposición, 
de estimarlo conveniente. 



Vencido el plazo a que se refiere éste artículo, la Dirección Nacional de Propiedad 
Industrial resolverá sobre las oposiciones y la concesión o denegación del registro de la 
marca que constará en resolución debidamente motivada. 
En cualquier momento antes de que se dicte la resolución, las partes podrán llegar a un 
acuerdo transaccional que será obligatorio para la Dirección Nacional de Propiedad 
Industrial. Sin embargo, si las partes consintieren en la coexistencia de signos idénticos 
para proteger los mismos productos o servicios, la Dirección Nacional de Propiedad 
Industrial podrá objetarlo si considera que afecta el interés general de los 
consumidores. 
 
Art. 211. Vencido el plazo establecido en el artículo 208 de esta Ley sin que se hubieren 
presentado oposiciones, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial procederá a 
realizar el examen de registrabilidad y a otorgar o denegar el registro de la marca. La 
resolución correspondiente será debidamente motivada. 
 
Art. 212. El registro de una marca tendrá una duración de diez años contados a partir 
de la fecha de su concesión y podrá renovarse por períodos sucesivos de diez años. 
 
Art. 213. La renovación de una marca deberá solicitarse ante la Dirección Nacional de 
Propiedad Industrial, dentro de los seis meses anteriores a la expiración del registro. No 
obstante, el titular de la marca gozará de un plazo de gracia de seis meses contados a 
partir de la fecha de vencimiento del registro para solicitar su renovación. Durante el 
plazo referido, el registro de marca mantendrá su plena vigencia. 
Para la renovación bastará la presentación de la respectiva solicitud y se otorgará sin 
más trámite, en los mismos términos del registro original.   
Un lema comercial deberá ser renovado conjuntamente con el signo marcario al cual se 
asocia y su vigencia estará sujeta a la del signo. 
 
Art. 214. El registro de la marca caducará de pleno derecho si el titular no solicita la 
renovación, dentro del término legal, incluido el período de gracia. 
 
Art. 215. Para determinar la clase internacional en los registros de marcas, se utilizará 
la Clasificación Internacional de Niza del 15 de junio de 1957, con sus actualizaciones y 
modificaciones. 
La Clasificación Internacional referida en el inciso anterior no determinará si los 
productos o servicios son similares o diferentes entre sí. 
 
SECCION III 
 
DE LOS DERECHOS CONFERIDOS POR LA MARCA 
 
Art. 216. El derecho al uso exclusivo de una marca se adquirirá por su registro ante la 
Dirección Nacional de Propiedad Industrial. 
La marca debe utilizarse tal cual fue registrada. Sólo se admitirán variaciones que 
signifiquen modificaciones o alteraciones secundarias del signo registrado. 



Art. 217. El registro de la marca confiere a su titular el derecho de actuar contra 
cualquier tercero que la utilice sin su consentimiento y, en especial realice, con relación 
a productos o servicios idénticos o similares para los cuales haya sido registrada la 
marca, alguno de los actos siguientes: 
a) Usar en el comercio un signo idéntico o similar a la marca registrada, con relación a 
productos o servicios idénticos o similares a aquellos para los cuales se la ha 
registrado, cuando el uso de ese signo pudiese causar confusión o producir a su titular 
un daño económico o comercial, u ocasionar una dilución de su fuerza distintiva. 
Se presumirá que existe posibilidad de confusión cuando se trate de un signo idéntico 
para distinguir idénticos productos o servicios; 
b) Vender, ofrecer, almacenar o introducir en el comercio productos con la marca u 
ofrecer servicios con la misma; 
c) Importar o exportar productos con la marca; y, 
d) Cualquier otro que por su naturaleza o finalidad pueda considerarse análogo o 
asimilable a lo previsto en los literales anteriores. 
El titular de la marca podrá impedir todos los actos enumerados en el presente artículo, 
independientemente de que éstos se realicen en redes de comunicaciones digitales o a 
través de otros canales de comunicación conocidos o por conocer. 
 
Art. 218. Siempre que se haga de buena fe y no constituya uso a título de marca, los 
terceros podrán, sin consentimiento del titular de la marca registrada, utilizar en el 
mercado su propio nombre, domicilio o seudónimo; un nombre geográfico; o, cualquier 
otra indicación cierta relativa a la especie, calidad, cantidad, destino, valor, lugar de 
origen o época de producción de sus productos o de la prestación de sus servicios u 
otras características de éstos; siempre que tal uso se limite a propósitos de 
identificación o de información y no sea capaz de inducir al público a error sobre la 
procedencia de los productos o servicios. 
El registro de la marca no confiere a su titular el derecho de prohibir a un tercero usar la 
marca para anunciar, ofrecer en venta o indicar la existencia o disponibilidad de 
productos o servicios legítimamente marcados; o, usar la marca para indicar la 
compatibilidad o adecuación de piezas de recambio o de accesorios utilizables con los 
productos de la marca registrada; siempre que tal uso sea de buena fe, se limite el 
propósito de información al público para la venta y no sea susceptible de inducirlo a 
error o confusión sobre el origen empresarial de los productos respectivos. 
 
Art. 219. El derecho conferido por el registro de la marca no concede a su titular la 
posibilidad de prohibir el ingreso al país de productos marcados por dicho titular, su 
licenciatario o alguna otra persona autorizada para ello, que hubiesen sido vendidos o 
de otro modo introducidos lícitamente en el comercio nacional de cualquier país. 
 
SECCION IV 
 
DE LA CANCELACION DEL REGISTRO 
 
Art. 220. Se cancelará el registro de una marca a solicitud de cualquier persona 
interesada, cuando sin motivo justificado la marca no se hubiese utilizado por su titular 



o por su licenciatario en al menos uno de los países miembros de la Comunidad Andina 
o en cualquier otro país con el cual el Ecuador mantenga convenios vigentes sobre esta 
materia, durante los tres años consecutivos precedentes a la fecha en que se inicie la 
acción de cancelación. La cancelación de un registro por falta de uso de la marca 
también podrá solicitarse como defensa en un procedimiento de infracción, de oposición 
o de nulidad interpuestos con base en la marca no usada. 
 
Se entenderán como medios de prueba sobre la utilización de la marca los siguientes: 
 
a) Las facturas comerciales que demuestren la regularidad y la cantidad de 
comercialización con anterioridad a la iniciación de la acción de cancelación por falta de 
uso de la marca; 
b) Los inventarios de las mercancías identificadas con la marca, cuya existencia se 
encuentre certificada por una firma de auditores que demuestre regularidad en la 
producción o en las ventas, con anterioridad a la fecha de iniciación de la acción de 
cancelación por no uso de la marca; y, 
c) Cualquier otro medio de prueba idóneo que acredite la utilización de la marca. 
La prueba del uso de la marca corresponderá al titular del registro. 
El registro no podrá cancelarse cuando el titular demuestre que la falta de uso se debió 
a fuerza mayor, caso fortuito o restricciones a las importaciones u otros requisitos 
oficiales de efecto restrictivo impuesto a los bienes y servicios protegidos por la marca. 
 
Art. 221. No habrá lugar a la cancelación del registro de una marca, cuando se la 
hubiere usado solamente con respecto a alguno o algunos de los productos o servicios 
protegidos por el respectivo registro. 
 
Art. 222. Así mismo, se cancelará el registro de una marca, a petición del titular 
legítimo, cuando ésta sea idéntica o similar a una marca que hubiese sido notoriamente 
conocida o que hubiese sido de alto renombre al momento de solicitarse el registro. 
Art. 223. Recibida una solicitud de cancelación, se notificará al titular de la marca 
registrada para que dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la 
notificación, haga valer los alegatos y presente los documentos que estime 
convenientes a fin de probar el uso de la marca. 
Vencido el plazo al que se refiere este artículo, se decidirá sobre la cancelación o no del 
registro de la marca mediante resolución debidamente motivada. 
 
Art. 224. Se entenderá que una marca se encuentra en uso cuando los productos o 
servicios que ella distingue han sido puestos en el comercio o se encuentran 
disponibles en el mercado bajo esa marca, en la cantidad y del modo que normalmente 
corresponde, teniendo en cuenta la naturaleza de los productos o servicios y las 
modalidades bajo las cuales se efectúa su comercialización en el mercado. 
Con sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior, también se considerará que una marca 
se encuentra en uso, en los siguientes casos: 
a) Cuando se la utilice para distinguir productos o servicios destinados exclusivamente 
a la exportación; 



b) Cuando se la utilice por parte de un tercero debidamente autorizado, aunque dicha 
autorización o licencia no hubiese sido inscrita; y, 
c) Cuando se hubiesen introducido y distribuido en el mercado productos genuinos con 
la marca registrada, por personas distintas del titular del registro. 
No será motivo de cancelación del registro de una marca, el que se la use de un modo 
que difiera de la forma en que fue registrada solo en detalles o elementos que no 
alteren su carácter distintivo original. 
 
Art. 225. La persona que obtuviere la cancelación de una marca tendrá derecho 
preferente a su registro, si lo solicita dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la 
que quede firme o cause estado, según corresponda, la resolución que disponga tal 
cancelación.  
 
Art. 226. El titular de un registro de marca podrá renunciar, total o parcialmente, a sus 
derechos. Si  la renuncia fuere total se cancelará el registro. Cuando la renuncia fuese 
parcial, el registro se limitará a los productos o servicios sobre los cuales no verse la 
renuncia. 
No se admitirá la renuncia si sobre la marca existen derechos inscritos en favor de 
terceros, salvo que exista consentimiento expreso de los titulares de dichos derechos. 
La renuncia sólo surtirá efectos frente a terceros cuando se haya anotado tal acto al 
margen del registro original. 
 
SECCION V 
 
DE LA NULIDAD DEL REGISTRO 
 
Art. 227. A través del recurso de revisión, el Comité de Propiedad Intelectual del IEPI, 
podrá declarar la nulidad del registro de una marca, en los siguientes casos: 
a) Cuando el registro se hubiere otorgado en base a datos o documentos falsos que 
fueren esenciales para su concesión; 
b) Cuando el registro se hubiere otorgado en contravención a los artículos 194 y 195 de 
ésta Ley; 
c) Cuando el registro se hubiere otorgado en contravención al artículo 196 de ésta Ley; 
y, 
d) Cuando el registro se hubiere obtenido de mala fe. Se considerarán casos de mala 
fe, entre otros, los siguientes: 
1. Cuando un representante, distribuidor o usuario del titular de una marca registrada en 
el extranjero, solicite y obtenga el registro a su nombre de esa marca u otra confundible 
con aquella, sin el consentimiento expreso del titular de la marca extranjera; y, 
2. Cuando la solicitud de registro hubiere sido presentada o el registro hubiere sido 
obtenido por quien desarrolla como actividad habitual el registro de marcas para su 
comercialización; y, 
e) Cuando el registro se hubiere obtenido con violación al procedimiento establecido o 
con cualquier otra violación de la Ley que sustancialmente haya influido para su 
otorgamiento. 
 



Art. 228. El juez competente podrá declarar la nulidad del registro de una marca que se 
hallare comprendida en los casos previstos en los literales a), c), d) y e), del artículo 
anterior, en virtud de demanda presentada luego de transcurrido el plazo establecido en 
la Ley para el ejercicio del recurso de revisión y, antes de que haya transcurrido diez 
años desde la fecha de la concesión del registro de la marca, salvo que con 
anterioridad se hubiere planteado el recurso de revisión y éste hubiese sido 
definitivamente negado. 
En el caso previsto en el literal b) del artículo anterior, la demanda podrá plantearse en 
cualquier tiempo luego de transcurrido el plazo establecido en la Ley para el ejercicio 
del recurso de revisión y siempre que éste no hubiese sido definitivamente negado. En 
este caso la demanda de nulidad puede ser planteada por cualquier persona. 
La declaración de nulidad de un registro se notificará a la Dirección Nacional de 
Propiedad Industrial, para que la anote al margen del registro. 
 
CAPITULO IX 
 
NOMBRES COMERCIALES 
 
Art. 229. Se entenderá por nombre comercial al signo o denominación que identifica un 
negocio o actividad económica de una persona natural o jurídica.  
 
Art. 230. El nombre comercial será protegido sin obligación registro, desde su primer 
uso, siempre que sea continuo y de buena fe en el comercio. 
Los nombres comerciales podrán registrarse en la Dirección Nacional de Propiedad 
Industrial, pero el derecho a su uso exclusivo solamente se adquiere en los términos 
previstos en el inciso anterior. 
Sin embargo, tal registro constituye una presunción de propiedad a favor de su titular. 
Si bien el nombre comercial no necesita de registro, en caso de solicitarlo se deberá 
especificar las actividades a las que se vaya a dedicar, relativas a los productos o 
servicios de una clase internacional determinada.  
Una empresa o establecimiento podrá tener más de un nombre comercial.  Puede 
constituir nombre comercial de una empresa o establecimiento la designación que ésta 
tenga en la Superintendencia de Compañías.   
Los nombres comerciales y las denominaciones registradas en la Superintendencia de 
Compañías se considerarán diferentes y pueden coexistir en el comercio. 
 
Art. 231. No podrá adoptarse como nombre comercial un signo o denominación que sea 
confundible con otro utilizado previamente por otra persona o con una marca registrada. 
 
Art. 232. El trámite de registro de un nombre comercial será el establecido para el 
registro de marcas y su duración será de diez años contados a partir de la fecha de 
concesión y podrán renovarse por períodos sucesivos de diez años. 
 
Art. 233. Los titulares de nombres comerciales tendrán derecho a impedir que terceros 
sin su consentimiento usen, adopten o registren nombres comerciales, o signos 
idénticos o semejantes que puedan provocar un riesgo de confusión o asociación. 



Art. 234. Las disposiciones de esta Ley sobre marcas serán aplicables en lo pertinente 
a los nombres comerciales. Las normas sobre marcas notoriamente conocidas y de alto 
renombre se aplicarán a nombres comerciales que gocen de similar notoriedad o alto 
renombre. 
 
CAPITULO X 
 
DE LAS APARIENCIAS DISTINTIVAS 
 
Art. 235. Se considera apariencia distintiva todo conjunto de colores, formas, 
presentaciones, estructuras y diseños característicos y particulares de un 
establecimiento comercial, que lo identifiquen y distingan en la presentación de 
servicios o venta de productos. 
 
Art. 236. Las apariencias distintivas serán protegidas de idéntica manera que las 
marcas. 
 
CAPITULO IX 
 
INDICACIONES GEOGRAFICAS 
 
Art. 237. Se entenderá por indicación geográfica aquella que identifique un producto 
como originario del territorio de un país, de una región o localidad de ese territorio, 
cuando determinada calidad, reputación u otra característica del producto sea imputable 
fundamentalmente a su origen geográfico, incluidos los factores naturales y humanos. 
 
Art. 238. La utilización de indicaciones geográficas, con relación a los productos 
naturales, agrícolas, artesanales o industriales, queda reservada exclusivamente para 
los productores, fabricantes y artesanos que tengan sus establecimientos de producción 
o de fabricación en la localidad o región designada o evocada por dicha indicación o 
denominación. 
 
Art. 239. El derecho de utilización exclusiva de las indicaciones geográficas 
ecuatorianas se reconoce desde la declaración que al efecto emita la Dirección 
Nacional de Propiedad Industrial. Su uso por personas no autorizadas, será 
considerado un acto de competencia desleal, inclusive los casos en que vayan 
acompañadas de expresiones tales como “género”, “clase”, “tipo”, “estilo”, “imitación” y 
otras similares que igualmente creen confusión en el consumidor. 
 
Art. 240. No podrán ser declaradas como indicaciones geográficas, aquellas que: 
a) No se ajusten a la definición contenida en el artículo 237; 
b) Sean contrarias a las buenas costumbres o al orden público o puedan inducir a error 
al público sobre la procedencia, la naturaleza, el modo de fabricación o las 
características o cualidades de los respectivos productos; y, 



c) Sean indicaciones comunes o genéricas para distinguir el producto de que se trate, 
cuando sean consideradas como tales por los conocedores de la materia o por el 
público en general. 
 
Art. 241. La declaración de protección de una indicación geográfica se hará de oficio o a 
petición de quienes demuestren tener legítimo interés, teniéndose por tales a las 
personas naturales o jurídicas que directamente se dediquen a la extracción, 
producción o elaboración del producto o de los productos que se pretendan amparar 
con la indicación geográfica. Las autoridades públicas de la administración central o 
seccional, también se considerarán interesadas, cuando se trate de indicaciones 
geográficas de sus respectivas circunscripciones. 
 
Art. 242. La solicitud de declaración de protección de una indicación geográfica se 
presentará ante la Dirección Nacional de Propiedad Industrial y contendrá los requisitos 
señalados en el Reglamento. 
 
Art. 243. Admitida la solicitud a trámite, se aplicará el procedimiento previsto para el 
registro de marcas. 
 
Art. 244. La vigencia de la declaración que confiera derechos exclusivos de utilización 
de una indicación geográfica, estará determinada por la subsistencia de las condiciones 
que la motivaron. La Dirección Nacional de Propiedad Industrial podrá dejar sin efecto 
dicha declaración en el evento de que se modifiquen las condiciones que la originaron. 
Los interesados podrán solicitarla nuevamente cuando consideren que se han restituido 
las condiciones para su protección. 
 
Art. 245. La solicitud para utilizar una indicación geográfica deberá ser presentada ante 
la Dirección Nacional de Propiedad Industrial, por personas que directamente se 
dediquen a la extracción, producción o elaboración de los productos distinguidos por la 
indicación geográfica y realicen dicha actividad dentro del territorio determinado en la 
declaración. 
 
Art. 246. El Director Nacional de Propiedad Industrial, de oficio o a petición de parte, 
cancelará la autorización para el uso de una indicación geográfica, luego de escuchar a 
quien la obtuvo, si fue concedida sin que existan los requisitos previstos en este 
Capítulo o si estos dejaren de existir. 
 
Art. 247. La Dirección Nacional de Propiedad Industrial, podrá declarar la protección de 
indicaciones geográficas de otros países, cuando la solicitud la formulen sus 
productores, extractores, fabricantes o artesanos que tengan legítimo interés, o las 
autoridades públicas de los mismos. Las indicaciones geográficas deben haber sido 
declaradas como tales en sus países de origen. 
Las indicaciones geográficas protegidas en otros países no serán consideradas 
comunes o genéricas para distinguir algún producto, mientras subsista dicha protección. 
 
SECCION V 



 
DE LOS ACTOS Y CONTRATOS SOBRE PROPIEDAD INDUSTRIAL Y LAS 
OBTENCIONES VEGETALES 
 
Art. 282. Los derechos sobre una marca o nombre comercial podrán ser transferidos 
con o sin el negocio al cual identifica. 
La marca colectiva podrá transferirse siempre y cuando exista la autorización de la 
asociación, organización o grupo de personas que la hubiere solicitado o registrado y 
de la Dirección Nacional de Propiedad Industrial. En cualquier caso, su uso quedará 
reservado a los integrantes de la asociación, organización o grupo de personas. 
Un lema comercial deberá ser transferido conjuntamente con el signo marcario al cual 
se asocia y su vigencia estará sujeta a la del signo. 
La marca colectiva no podrá ser objeto de licencia en favor de personas distintas a 
aquellas autorizadas a usarla, de acuerdo con el reglamento para su empleo. 
No se requerirá inscripción cuando dichos actos o contratos se refieran al derecho de 
propiedad industrial cuyo registro no es obligatorio. 
 
LIBRO IV 
 
DE LA COMPETENCIA DESLEAL 
 
Art. 284. Se considera competencia desleal a todo hecho, acto o práctica contrario a los 
usos o costumbres honestos en el desarrollo de actividades económicas. 
La expresión actividades económicas, se entenderá en sentido amplio, que abarque 
incluso actividades de profesionales tales como abogados, médicos, ingenieros y otros 
campos en el ejercicio de cualquier profesión, arte u oficio. 
Para la definición de usos honestos se estará a los criterios del comercio nacional; no 
obstante cuando se trate de actos o prácticas realizados en el contexto de operaciones 
internacionales, o que tengan puntos de conexión con más de un país, se atenderá a 
los criterios que sobre usos honestos prevalezcan en el comercio internacional. 
Art. 285. Se consideran actos de competencia desleal, entre otros, aquellos capaces de 
crear confusión, independiente del medio utilizado, respecto del establecimiento, de los 
productos, los servicios o la actividad comercial o industrial de un competidor; las 
aseveraciones falsas en el ejercicio del comercio capaces de desacreditar el 
establecimiento, los productos o los servicios, o la actividad comercial o industrial de un 
competidor, así como cualquier otro acto susceptible de dañar o diluir el activo 
intangible o la reputación de la empresa; las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo 
en el ejercicio del comercio pudieren inducir al público a error sobre la naturaleza, el 
modo de fabricación, las características, la aptitud en el empleo o la calidad de los 
productos o la prestación de los servicios; o la divulgación, adquisición o uso de 
información secreta sin el consentimiento de quien las controle. 
Estos actos pueden referirse, entre otros, a marcas registradas, marcas no registradas 
que sean notoriamente conocidas; nombres comerciales; identificadores comerciales; 
apariencias de productos o establecimientos; presentaciones de productos o servicios; 
celebridades o personajes ficticios notoriamente conocidos; procesos de fabricación de 
productos; conveniencias de productos o servicios para fines específicos; calidades, 



cantidades u otras características de productos o servicios; origen geográfico de 
productos o servicios; condiciones en que se ofrezcan o se suministren productos o 
servicios; publicidad que imite, irrespete o denigre al competidor o sus productos o 
servicios y la publicidad comparativa no comprobable; y, boicot. 
Se entenderá por dilución del activo intangible el desvanecimiento del carácter distintivo 
o del valor publicitario de una marca, de un nombre u otro identificador comercial, de la 
apariencia de un producto o de la presentación de productos o servicios, o de una 
celebridad o un personaje ficticio notoriamente conocido. 
 
Art. 286. Se considera también acto de competencia desleal, independientemente de 
las acciones que procedan por violación de información no divulgada, todo acto o 
práctica que tenga lugar en el ejercicio de actividades económicas que consista o tenga 
por resultado: 
a) El uso comercial desleal de datos de pruebas no divulgadas u otros datos secretos 
cuya  elaboración suponga un esfuerzo considerable y que hayan sido presentados a la 
autoridad competente a los efectos de obtener la aprobación de la comercialización de 
productos farmacéuticos o de productos químicos, agrícolas o industriales; 
b) La divulgación de dichos datos, excepto cuando sea necesario para proteger al 
público y se adopten medidas para garantizar la protección de los datos contra todo uso 
comercial desleal; y, 
c) La extracción no autorizada de datos cuya elaboración suponga un esfuerzo 
considerable para su uso comercial en forma desleal. 
 
Art. 287. Sin perjuicio de otras acciones legales que sean aplicables, toda persona 
natural o jurídica perjudicada podrá ejercer las acciones previstas en esta Ley, inclusive 
las medidas preventivas o cautelares. 
Las medidas a que se refiere el inciso anterior podrán ser solicitadas también por 
asociaciones gremiales o de profesionales que tengan legítimo interés en proteger a 
sus miembros contra los actos de competencia desleal. 
 
TITULO I 
 
DE LA PROTECCION Y OBSERVANCIA DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD 
INTELECTUAL 
 
Art. 317. Ya sea en la práctica de medidas cautelares o en la actuación de pruebas, 
podrán intervenir como peritos los funcionarios designados por el IEPI. El juez estará 
obligado a requerir la intervención pericial de tales funcionarios, a solicitud de parte, 
previo el pago del valor del peritaje efectuado antes de la presentación del respectivo 
informe. 
 
 
LIBRO V 
 
DE LA TUTELA ADMINISTRATIVA DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD 
INTELECTUAL 



 
Art. 332. La observancia y el cumplimiento de los derechos de Propiedad Intelectual son 
de Interés Público. El Estado, a través del Instituto Ecuatoriano de la Propiedad 
Intelectual, IEPI, ejercerá la tutela administrativa de los derechos sobre la propiedad 
intelectual y velará por su cumplimiento y observancia. 
 
Art. 333. El IEPI a través de las Direcciones nacionales ejercerá, de oficio o a petición 
de parte, funciones de inspección, vigilancia y sanción para evitar y reprimir violaciones 
a los derechos sobre la propiedad intelectual. 
 
Art. 334. Cualquier persona afectada por la violación o posible violación de los derechos 
de propiedad intelectual podrá requerir al IEPI la adopción de las siguientes medidas: 
a) Inspección; 
b) Requerimiento de información; y, 
c) Sanción de la violación de los derechos de propiedad intelectual. 
 
Art. 335. Las inspecciones se realizarán por parte de los Directores Nacionales o sus 
delegados, en la forma que determine el reglamento. Al momento de la inspección y, 
como requisito para practicarla válidamente, se entregará copia del acto administrativo 
en el que se la hubiere ordenado y, si fuese aplicable, la solicitud de la parte afectada. 
Las peticiones que se presenten para obtener medidas cautelares permanecerán en 
reserva hasta luego de ejecutadas y, aún con posterioridad deberán adoptarse por las 
autoridades las medidas necesarias para preservar la confidencialidad de la información 
no divulgada que haya debido suministrarse en el curso del procedimiento. 
Las Direcciones Nacionales o sus delegados estarán facultados para ingresar al lugar 
de la inspección y en caso de que el ingreso les fuere impedido, podrán utilizar los 
medios coercitivos que estimen convenientes, sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 
340 de esta Ley. 
 
Art. 336. Si durante la diligencia se comprobare, aún presuntivamente, (prima facie) la 
violación de un derecho de propiedad intelectual o hechos que reflejen 
inequívocamente la posibilidad inminente de tal violación, se procederá a la formación 
de un inventario detallado de los bienes, de cualquier clase que estos sean, que se 
relacionen con tal violación. Se dejará constancia de lo examinado por los medios que 
de mejor manera permitan apreciar el estado de las cosas inspeccionadas. 
Esta medida podrá incluir la remoción inmediata de rótulos que claramente violen 
derechos de propiedad intelectual, sin perjuicio de la aprehensión y depósito de las 
mercancías u otros objetos que violen derechos sobre patentes, marcas u otras formas 
de propiedad intelectual, previo el respectivo inventarios de los bienes aprehendidos o 
entregados en depósito. 
Las medidas cautelares tomadas durante la inspección tendrán el carácter de 
provisional y estarán sujetas a modificación, revocación o confirmación, si transcurridos 
tres días de ejecutadas se adjunta prueba suficiente para tomar tal decisión.   
Transcurrido el plazo se estará a lo dispuesto en el Art. 339 de esta Ley.  
 



Art. 337. Cuando se presuma la violación de derechos de propiedad intelectual, el IEPI 
podrá requerir que se le proporcione cualquier información que permita establecer la 
existencia o no de tal violación. Dicha información deberá ser entregada en un término 
no mayor de quince días, desde la fecha de la notificación. 
 
Art. 338. Salvo el caso de medidas cautelares provisionales que se adopten de 
conformidad con el artículo 336, previo a la adopción de cualquier resolución, se 
escuchará a la parte contra la cual se inició el procedimiento. Si se estimare 
conveniente, podrá convocarse a una audiencia en la que los interesados podrán 
expresar sus posiciones. 
 
Art. 339. Concluido el proceso investigativo, el IEPI dictará resolución motivada. Si se 
determinare que existió violación de los derechos de propiedad intelectual, se 
sancionará al infractor con una multa de entre cien y cinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América y, podrá disponerse la adopción de cualquiera de las medidas 
cautelares previstas en esta Ley o confirmarse las que se hubieren expedido con 
carácter provisional. 
Si existiere la presunción de haberse cometido un delito, se enviará copia del proceso 
administrativo al Ministerio Público. 
 

Art. 340. El IEPI impondrá igual sanción a la establecida en el artículo anterior a 
quienes obstaculizaren o dificultaren el cumplimiento de los actos, medidas o 
inspecciones dispuestos por el IEPI, o no enviaren la información solicitada dentro del 
término concedido. 
 
Art. 341. Anunciada o de cualquier modo conocida la comunicación publicada de una 
obra legalmente protegida sin que se hubiere obtenido la autorización correspondiente, 
el titular de los derechos podrá solicitar a la Dirección Nacional de Derechos de Autor y 
Derechos Conexos que se la prohiba, lo cual será ordenado inmediatamente. Al efecto 
se presume que el organizador, empresario o usuario no cuenta con la debida 
autorización por la sola protesta de parte del titular de los derechos. 
 
Art. 342. La Corporación Aduanera Ecuatoriana y todos quienes tengan el control del 
ingreso o salida de mercaderías al o desde el Ecuador, tienen la obligación de impedir 
que ingresen o se exporten productos que de cualquier modo violen los derechos de 
propiedad intelectual. 
Si a petición de parte interesada no impidieren el ingreso o exportación de tales bienes, 
serán considerados cómplices del delito que se cometa, sin perjuicio de la sanción 
administrativa que corresponda. 
El titular de un derecho, que tenga motivos válidos para sospechar que se prepara la 
importación de mercancías de marca de fábrica o de comercio falsificadas o 
mercancías pirata que lesionen los derechos de autos, puede presentar ante la CAE 
una demanda por escrito con el objeto de que las autoridades aduaneras suspendan el 
despacho de esas mercancías para la libre circulación. 
El titular del derecho descrito en el inciso anterior deberá presentar pruebas suficientes 
que demuestren a satisfacción de las autoridades competentes que, de acuerdo con la 



legislación del país de importación, existe presunción de infracción de su derecho de 
propiedad intelectual y ofrecer una descripción suficientemente detallada de las 
mercancías de modo que puedan ser reconocidas con facilidad por las autoridades 
aduaneras. Las autoridades aduaneras, para impedir, de oficio o a petición de parte, el 
ingreso o exportación de cualquier producto que viole los derechos de propiedad 
intelectual, podrán solicitar un informe respecto del derecho de propiedad intelectual 
tutelado al Presidente del IEPI, quien lo remitirá en el término de cinco días. Confirmada 
la medida, los bienes serán puestos a disposición del fiscal competente. 
Quien ordene la medida podrá exigir caución de conformidad con el artículo siguiente. 
 
Art. 343. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cualquiera de los 
Directores Nacionales, según el área de su competencia, podrán ordenar a petición de 
parte, la suspensión del ingreso o exportación de cualquier producto que en cualquier 
modo viole los derechos de propiedad intelectual, siempre que se cumpla el 
procedimiento y los requisitos establecidos en el artículo precedente. 
La resolución se dictará en el término de cinco días desde la petición. Si se estima 
necesario o conveniente, se podrá disponer que el peticionario rinda caución suficiente. 
Si ésta no se otorgare en el término de cinco días de solicitada, la medida quedará sin 
efecto. 
A petición de la parte afectada con la suspensión, el director Nacional del IEPI, según el 
caso, dispondrá la realización de una inspección para examinar la mercadería y, si 
fuere procedente, revocar la medida. Si no la revocare, dispondrá que todo lo actuado 
se remita al fiscal competente. 
 
Art. 345. La fuerza pública y en especial la Policía Judicial están obligadas a prestar a 
los funcionarios del IEPI el auxilio que éstos soliciten para el cumplimiento de sus 
funciones. 
 
Art. 344. Suprimido de este capítulo y remitido al Título Final. 
 
TITULO FINAL 
 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
Art. 370. En los casos en que la presente Ley prevé la posibilidad de ampliar o extender 
un plazo o término, se entenderá concedida dicha extensión por la autoridad 
administrativa competente, por el hecho de así haberlo solicitado el interesado. Los 
plazos que expiren en días feriados vencerán en el primer día laborable siguiente. 
 
Art. 371. No se exigirá la legalización ni autenticación de documentos en trámites o 
solicitudes de registro de cualquier modalidad de propiedad intelectual, cuando se 
reivindique prioridad. 
 
Art. 372. Sin perjuicio de lo estipulado en la presente Ley, serán aplicables las 
disposiciones contenidas en los convenios o acuerdos internacionales sobre propiedad 
intelectual vigentes en el Ecuador. 



En la aplicación e interpretación de las normas sobre propiedad intelectual tendrán 
preferencia aquellas que otorguen mayor protección. Por consiguiente, no podrá 
invocarse ni interpretarse ninguna disposición de la legislación nacional o de convenios 
internacionales en el sentido de menoscabar, limitar, perjudicar, afectar o reducir el 
nivel de protección que se reconoce en beneficio de los titulares de derechos de 
propiedad intelectual. 
 
Art. 373. El IEPI tendrá jurisdicción coactiva para la recaudación de las multas y tasas 
previstas en ésta Ley. 
 
Art. 374. Toda controversia en materia de propiedad intelectual, podrá someterse a 
arbitraje o mediación, de conformidad con la Ley de Arbitraje y Mediación publicada en 
el Registro Oficial No. 145 de 4 de septiembre de 1997. 
Para tal efecto el IEPI está autorizado a suscribir el respectivo convenio arbitral sin 
necesidad de consultar al Procurador General del Estado. 
 
Art. 375. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Orgánica de la Función Judicial, se 
establecen los jueces distritales de propiedad intelectual, quienes tendrán competencia 
para conocer de las materias de que trata ésta Ley. 
 
Art. 376. A fin de garantizar la tutela del patrimonio biológico y genético del país prevista 
por la Constitución y en esta Ley, se considerará adquisición legal aquella que cumpla 
los requisitos para el acceso a los recursos biológicos y genéticos señalados por la 
Constitución y esta Ley, las decisiones andinas y, los tratados y convenios 
internacionales. 
 
Art. ..... Sin perjuicio de lo establecido en esta Ley, en materia de procedimientos 
administrativos se aplicará el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva. 
 
Art.... Una vez que una resolución haya causado estado en la vía administrativa y en 
ella se dispone la ejecución de medidas coercitivas de ejecución tendientes a 
restablecer los derechos vulnerados de propiedad intelectual, el demandado podrá 
interponer los recursos correspondientes ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, pero tan solo en el efecto devolutivo.  Consecuentemente no procederá 
la suspensión de las medidas coercitivas de ejecución mientras se resuelven los 
recursos interpuestos. 
 
Art... Tanto las autoridades administrativas como los funcionarios públicos no tendrán 
responsabilidad alguna respecto de las resoluciones, medidas tutelares y medidas 
correctivas adoptadas en defensa los derechos propiedad intelectual, salvo que se 
demuestre mala fe manifiesta en sus actuaciones. 
 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 



PRIMERA. Hasta que se expidan los reglamentos correspondientes, continuarán 
aplicándose los Reglamentos a las Decisiones de la Comisión de la Comunidad Andina, 
en cuanto no resulten incompatibles con las disposiciones de la presente Ley. 
 
SEGUNDA. Hasta cuando el Consejo Directivo del IEPI expida la resolución 
correspondiente, se aplicarán las tasas por servicios reguladas por el Acuerdo 
Ministerial No. 0106, de 18 de abril de 1997, publicado en el Registro Oficial No. 48 de 
21 de abril de 1997. Dichas tasas serán recaudadas directamente por el IEPI desde la 
fecha de vigencia de ésta Ley y, destinadas para su funcionamiento. 
Los ingresos, por aplicación del Acuerdo Ministerial referido en el inciso anterior, o de 
las tasas que por publicación de la Gaceta de la Propiedad Intelectual fijare el Consejo 
Directivo del IEPI, serán distribuidos sesenta por ciento en favor del IEPI y cuarenta por 
ciento a favor del MICIP para efectos del Decreto Ejecutivo 386 de 10 de junio de 1997. 
 
TERCERA. Esta Ley se aplicará a todas las obras, interpretaciones o ejecuciones, 
producciones, emisiones u otro derecho de autor o derechos conexos, a los trazados de 
circuitos semiconductores a los que se refiere esta Ley, creadas con anterioridad a su 
vigencia, siempre que no hubieren pasado al dominio público. Para la determinación de 
la fecha en que pasarán al dominio público, una vez promulgada ésta Ley, se estará a 
los plazos de protección que ésta establece. Las solicitudes en trámite se resolverán de 
conformidad con ésta Ley. 
 
CUARTA. Todo derecho de propiedad industrial válidamente concedido de conformidad 
con la legislación existente con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la 
presente Ley, subsistirá por el tiempo para el que fue concedido. 
Las solicitudes en trámite ante la Dirección Nacional de Propiedad Industrial, deberán 
resolverse de conformidad con ésta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 372. 
 
QUINTA. Dentro de los seis meses siguientes a la promulgación de ésta Ley, las 
sociedades de gestión existentes deberán adecuar sus estatutos y funcionamiento a las 
normas de ésta Ley y, presentar los documentos pertinentes ante el Director Nacional 
de Derechos de Autor del IEPI para su inscripción. Las entidades de gestión que 
hubieren obtenido la autorización de funcionamiento estarán facultadas a la fijación de 
tarifas. Hasta tanto regirán las tarifas autorizadas por el Ministerio de Educación y 
Cultura. 
 
SEXTA. El personal que actualmente presta sus servicios bajo la Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa en la Dirección Nacional de Propiedad Industrial del Ministerio de 
Comercio Exterior, Industrialización y Pesca; en el Registro Nacional de Derechos de 
Autor del Ministerio de Educación Pública y el correspondiente a Obtenciones 
Vegetales en la Dirección Nacional Agropecuaria del Ministerio de Agricultura y 
Ganadería, pasarán con todos sus derechos y obligaciones adquiridas a prestar sus 
servicios al IEPI. 
En cuanto al personal que trabaja mediante contratos de prestación de servicios, se 
estará a lo que estos dispongan. 
 



SEPTIMA. Los funcionarios y empleados que se encuentran laborando en la Dirección 
Nacional de Propiedad Industrial, Derechos de Autor y Obtentores Vegetales y, que por 
no convenir al IEPI su continuación en esa Institución, recibirán una indemnización de 
treinta millones de sucres y, adicionalmente el equivalente a la remuneración mensual 
promedio de todos sus ingresos en el último año multiplicada por seis y por el número 
de años o fracción de años de servicio en el Sector Público, hasta un máximo de ciento 
sesenta millones de sucres. 
 
OCTAVA. Los bienes que actualmente se encuentran a disposición de la Dirección 
Nacional de Propiedad Industrial y el correspondiente a Variedades Vegetales en la 
Dirección Nacional Agropecuaria del Ministerio de Agricultura y Ganadería y los del 
Registro Nacional de Derechos de Autor, pasarán a ser propiedad del IEPI. 
 
NOVENA. Las partidas presupuestarias destinadas a la Dirección Nacional de la 
Propiedad Industrial, al Registro Nacional de Derechos de Autor y a la Unidad 
Administrativa de Variedades Vegetales de la Dirección Nacional Agropecuaria del 
Ministerio de Agricultura y Ganadería, se asignarán al Instituto Ecuatoriano de la 
Propiedad Intelectual para el ejercicio económico de 1998. 
 
DECIMA. La Corte Suprema de Justicia, conforme con el numeral 17 del artículo 12 de 
la Ley Orgánica de la Función Judicial, organizará los juzgados y tribunales distritales 
de propiedad intelectual, los que asumirán toda competencia en materia judicial 
conferida en la presente Ley. 
Hasta que sean creados los juzgados y tribunales distritales de propiedad intelectual, 
los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo conocerán sobre las causas 
relacionadas a esta materia de conformidad a las disposiciones y competencias 
atribuidas por la presente Ley, a excepción de las diligencias cautelares, que serán 
conocidas por los jueces de lo civil. 
 
DECIMA PRIMERA. Independientemente de la recaudación de los derechos 
patrimoniales por la respectiva sociedad de gestión, la recaudación de los derechos 
económicos por comunicación pública realizado a través de cualquier medio, de obras 
musicales con o sin letra y dramático musicales, estará a cargo de una entidad única 
conformada por la Sociedad de Autores y Compositores Ecuatorianos SAYCE y la 
Asociación de Productores de Fonogramas del Ecuador ASOTEC, entidad única que 
recaudará a título de gestión colectiva. 
 
Hasta que entre en funcionamiento la entidad única recaudadora, la SAYCE continuará 
recaudando éstos derechos. 
La entidad recaudadora única se conformará dentro de los sesenta días posteriores a la 
constitución del Consejo Directivo del IEPI. 
 
DECIMA SEGUNDA. Las personas naturales o jurídicas que distribuyan públicamente 
videogramas mediante venta y/o arrendamiento o alquiler de copias, por si mismas o 
por las respectivas Asociaciones, tendrán el plazo de tres años contados a partir de la 
publicación de ésta Ley en el Registro Oficial para remitir al IEPI un inventario de todas 



las obras que estén distribuyendo, así como las licencias y los comprobantes de pago 
de las regalías o de las franquicias aplicables. 
La legalización del objeto social mencionado en el inciso anterior no excluye de manera 
alguna el respeto, recaudación y pago de los derechos de autor a partir de la vigencia 
de esta Ley. 
 
DECIMA TERCERA. La explotación de variedades vegetales realizada con anterioridad 
a la vigencia de ésta Ley, se sujetará a lo pactado y dará lugar al cobro de regalías. A 
falta de contrato escrito se observará: 
a) El valor de regalías fijadas en los contratos para la misma variedad y especie durante 
los últimos tres años precedentes; y, 
b) La liquidación de regalías pendientes de pago a que hubiere lugar, se la efectuará 
dentro de los ciento ochenta días a partir de la vigencia de esta Ley. 
 
DECIMA CUARTA. Los Derechos de Obtentor concedidos de conformidad con la 
legislación existente anterior a la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, 
subsistirán por el tiempo en que fueren concedidos. En lo relativo a su uso, goce, 
derechos, obligaciones, licencias y, regalías, se aplicarán las normas de la presente 
Ley. 
 
Las solicitudes pendientes de resolución para la obtención de variedades vegetales se 
resolverán de conformidad a esta Ley. 
 
DECIMA QUINTA. Las designaciones que determinan los literales e) y f) del artículo 
353 se realizarán por sendos colegios electores dentro de los quince días de publicada 
ésta Ley. La integración del Consejo Directivo será dentro de los treinta días de 
vigencia de esta Ley. 
 
DECIMA SEXTA. Para hacer efectiva la descentralización y desconcentración, será 
indispensable que la Dirección Nacional y las Subdirecciones Regionales dispongan de 
todos los recursos presupuestarios, tecnológicos y humanos que permitan una 
administración eficaz de los procesos, especialmente en lo relacionado con el acceso 
por telecomunicación a la base de datos de la Dirección Nacional y, a la posibilidad de 
registrar “en línea” las horas exactas de presentación de las solicitudes. No podrán 
funcionar Subdirecciones Regionales hasta que no estén instalados los recursos 
informáticos y tecnológicos que permitan ingresar las solicitudes a la base de datos de 
la Dirección Nacional, en el mismo acto de la presentación. 
 
DECIMA SÉPTIMA.- Dentro del plazo de un año contado a partir de la entrada de 
vigencia de la presente codificación, los propietarios de los lemas comerciales, deberán 
individualizar la marca a la que acompañará dicho lema.  El trámite no tendrá costo.  En 
caso de que los lemas se encontraren vigentes y no hubieren sido individualizados de 
acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, el IEPI procederá a asociarlos con la 
marcas más antigua del titular del lema comercial en mención. 
 
 



Sugerencias de cambios a la Ley de Propiedad Intelectual propuestas por las siguientes 
personas: 
 
Dra. Dana Abad Arévalo, Directora Nacional de Propiedad Industrial. 
Dra. Marisol Romero, Directora General Legal y Tutela Administrativa. 
Abogados del Departamento Legal: 
Dr. Wilson Usiña R. 
Dra. Patricia Estupiñán 
Dr. Humberto Mena 
Dr. Marcelo Ruiz 
Dr. Marco Armas 
Dr. Juan Pérez 
Lcdo. Estuardo Ríos 
 


